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Decisión: Declara improcedente


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES DE PROCEDIBILIDAD / SUBSIDIARIEDAD / SOLICITUD DE LIBERTAD CONDICIONAL / EL INTERESADO NO APELÓ LA DECISIÓN NEGATIVA.
… es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ad portas de sufrir un perjuicio irremediable.

Este requisito se hace más exigente cuando se pretende atacar pronunciamientos judiciales por vía de tutela, pues se supone que el primer escenario con el que cuentan los sujetos pasivos de un proceso, o en este caso las personas en contra de quienes se ha proferido una sentencia condenatoria y la misma se encuentra ejecutoriada, es ante el Juez que vigila la ejecución de su pena…
En ese orden de ideas, como quiera que el problema jurídico del presente asunto gira en torno a controvertir el contenido y la legalidad de una providencia judicial, debe iniciar la Colegiatura por dilucidar si en el caso bajo estudio están dados los presupuestos de procedibilidad de la acción de tutela, de manera tal que se justifique la intervención del juez constitucional y pueda ser utilizada como un instrumento para dejar sin efectos lo resuelto en el escenario ordinario por el juez natural…
En este punto, es menester precisar que frente al auto interlocutorio por medio del cual el aludido Despacho Judicial despachó de manera desfavorable tal solicitud, el accionante NO interpuso ningún tipo de recurso…
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ASUNTO:
Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por parte del señor JOHN JAIRO LÓPEZ RUIZ en contra del JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales a la libertad, salud y a la vida. 
ANTECEDENTES FÁCTICOS: 
Refirió el accionante, en síntesis, que reúne todos los requisitos para acceder al subrogado de la libertad condicional, por cuanto ha purgado 83 meses y 27 días de la condena impuesta por el Despacho que lo juzgó, lapso al que se deben sumar 17 meses y 6 días (se infiere que habla de redención de pena), más el tiempo acumulado entre marzo y junio de 2020, 360 horas que corresponden a 30 días, cifras que arrojan un total de 102 meses y 6 días, habiendo descontado casi el 80% de la pena física, lo que quiere decir que cumple con la primera de las exigencias, que consiste en haber cumplido las 3/5 partes de la pena física. A su vez, en criterio del accionante, el hecho que el Juzgado que vigila la ejecución de su condena no le haya concedido la gracia liberatoria, se traduce en una privación ilegal de su libertad. Pidió que se tenga en cuenta además que él sufre diabetes, lo que debería conspirar en su favor para acceder al beneficio, es de anotar que no manifestó que se le estuviera negando el acceso a los servicios de salud.  
PRETENSIONES:
El accionante no formuló ninguna pretensión específica, pero se infiere que pretende obtener por este medio el subrogado de la libertad condicional. 
ANTECEDENTES PROCESALES:
1. Admisión: 

El Despacho sustanciador admitió la acción mediante auto del 10 de septiembre hogaño, mediante el cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos al Juzgado accionado. Además, ordenó vincular de manera oficiosa a quien funge como apoderado judicial del accionante a instancias del Juzgado que vigila la ejecución de la condena, así como al representante del Ministerio Público de ese Despacho Judicial; igualmente, vinculó al Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, quien según información consultada en la Plataforma Justicia XXI, fue el Despacho que profirió la sentencia condenatoria.

Más adelante se le pidió al Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que certificara si alguno de los sujetos procesales interpuso algún recurso en contra del auto interlocutorio por medio del cual el Despacho accionado le negó al sentenciado, ahora accionante, el subrogado de la libertad condicional. 

2. Intervenciones: 

El Señor Juez 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Dr. Carlos Mario Castrillón Cardona,  se refirió inicialmente a los antecedentes de la sentencia condenatoria que ese Despacho Judicial vigila, la cual fue proferida por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira en las calendas del 6 de agosto de 2014, quien declaró la responsabilidad penal del señor López Ruiz por incurrir en los delitos de homicidio y porte de armas de fuego, habiéndole negado en esa oportunidad la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

Haciendo alusión a la narración del accionante, indicó que el sentenciado solicitó en las calendas del 27 de agosto de 2020 que se le concediera el subrogado de la libertad condicional, petición que fue resuelta mediante auto interlocutorio Nro. 1449 del 9 de septiembre de 2020, en la consideró que la valoración de la gravedad de la conducta resultó adversa a los intereses del peticionario, decisión que fue notificada en debida forma, sin que al momento de interponer esta acción tutelar alguno de los sujetos procesales hubiera promovido recurso.
Así las cosas, refirió que esa Célula Judicial no ha vulnerado los derechos fundamentales reclamados por el accionante, quien pretende hacer uso de la tutela como mecanismo alternativo para acceder a sus intereses. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017.

2. Problema jurídico: 

El problema jurídico del presente asunto gira en torno a establecer si la tutela resulta ser el mecanismo judicial idóneo para concederle al señor Jhon Jairo López Ruiz el subrogado de la libertad condicional que preliminarmente le negara el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. 
3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Sin embargo, es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ad portas de sufrir un perjuicio irremediable.

Este requisito se hace más exigente cuando se pretende atacar pronunciamientos judiciales por vía de tutela, pues se supone que el primer escenario con el que cuentan los sujetos pasivos de un proceso, o en este caso las personas en contra de quienes se ha proferido una sentencia condenatoria y la misma se encuentra ejecutoriada, es ante el Juez que vigila la ejecución de su pena, ello en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica, porque es claro que las distintas autoridades judiciales han sido revestidas de una serie de competencias asignadas por la ley, sobre las cuales sólo de manera excepcionalísima habría lugar a la intervención del Juez Constitucional, además, la gran mayoría de procesos y trámites de índole judicial se caracterizan por gozar del principio de la doble instancia, lo que quiere decir que el legislador ha previsto para la mayoría de los trámites jurisdiccionales la posibilidad de activar el mecanismo de la apelación o impugnación de las decisiones, con el fin de que un Juez distinto a aquel que dictó el pronunciamiento frente al cual se presenta el desacuerdo, pueda verificar su legalidad e incluso establecer si con la decisión opugnada se vulneró algún derecho fundamental o se desconocieron los lineamientos del debido proceso. 

De este modo se materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de los derechos fundamentales, toda vez que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto. 

En ese orden de ideas, como quiera que el problema jurídico del presente asunto gira en torno a controvertir el contenido y la legalidad de una providencia judicial, debe iniciar la Colegiatura por dilucidar si en el caso bajo estudio están dados los presupuestos de procedibilidad de la acción de tutela, de manera tal que se justifique la intervención del juez constitucional y pueda ser utilizada como un instrumento para dejar sin efectos lo resuelto en el escenario ordinario por el juez natural, en relación con la solicitud de libertad condicional deprecada por el señor López Ruiz. 

Requisitos generales para la procedencia de las acciones de tutela en contra de providencias judiciales
: 

“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones. (…)
 
b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable. De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos. (…) 
 
c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.  (…)
 
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.  (…)
 
e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible.  (…)
 
f. Que no se trate de sentencias de tutela.  (…)”
Conforme se puede apreciar, es requisito indispensable para la procedencia de la acción constitucional, que quien la invoca haya agotado todos los medios ordinarios y extraodinarios de defensa judicial, y que además las actuaciones que a través de la solicitud de amparo reclama hayan sido expuestas al interior del proceso judicial infructuosamente, que se cumpla el requisito de la inmediatez y adicionalmente, que el Juez accionado haya incurrido en una irregularidad que por su incidencia hubiera podido socavar las bases estructurales del debido proceso o cualquier otra garantía, de tal suerte que se pueda inferir que con la misma pudo incurrir en alguno de los defectos que la jurisprudencia constitucional ha definido como causales de procedibilidad específicas de la tutela.

Lo anterior tiene su fundamento en que evidentemente el primer escenario con el que cuenta el petente para lograr la protección de sus derechos fundamentales es el del proceso, siendo la tutela el último mecanismo judicial al que debe acudir un ciudadano para buscar la protección de sus prerrogativas constitucionales. 
Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, resulta evidente que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, pues se evidencia que la accionante pretende usar la acción de tutela como mecanismo alternativo de apelación de la decisión adoptada por el Despacho de Ejecución de Penas.
En este punto, es menester precisar que frente al auto interlocutorio por medio del cual el aludido Despacho Judicial despachó de manera desfavorable tal solicitud, el accionante NO interpuso
 ningún tipo de recurso, como tampoco lo hizo ningún otro sujeto procesal habilitado para ello, lo cual se desprende no sólo de lo dicho por parte del señor Juez de Ejecución de Penas, sino que tal aserción se confrontó con la información obrante en el expediente correspondiente al proceso penal de la referencia, el cual fue allegado a este Despacho en calidad de préstamo.

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto, toda vez que como viene de decirse, a todas luces es evidente que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, pues lo que se evidencia es que en la actualidad con esta acción constitucional, lo que pretende el accionante es que se le conceda de manera alternativa a las vías judiciales ordinarias, beneficios que no son de su competencia, cuando lo que debió hacer fue agotar los recursos ordinarios de ley que tuvo a su disposición.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la tutela invocada por el señor JHON JAIRO LÓPEZ RUIZ en contra del JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, por las razones expuestas en la parte motiva de la presente decisión
SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

CON AUSENCIA JUSTIFICADA

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-060 de 2016 (reiteración jurisprudencial”


� Así lo hizo saber el Secretario del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, como se evidencia en constancia secretarial obrante en el expediente. 
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